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SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de enero de 2020. 

Comparecen Marilyn Morales Bonilla, Danny Vega Fuentes y 

la Sociedad Legal de Gananciales compuesta por ambos (apelantes) 

para que revoquemos la Sentencia dictada por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Orocovis (TPI) el 19 de febrero de 2019, 

notificada el 20 de febrero de 2019.  En esta se desestimó la 

demanda de deslinde al amparo de la Regla 39.2 de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, y se decretó el archivo sin perjuicio de la 

reclamación. 

Oportunamente, FirstBank Puerto Rico, Inc. (apelado) 

presentó su alegato en oposición, con cuyo beneficio resolvemos 

confirmar el dictamen apelado. 

I 

El 22 de julio de 2011 los apelantes presentaron una acción 

de deslinde judicial, reivindicación y daños y perjuicios contra el 

antiguo titular del terreno, Sr. José Víctor Medina Alvarado, la Sra. 

Minerva Rodríguez Colón y la Sociedad Legal de Gananciales 
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compuesta por ambos (matrimonio Medina Rodríguez).  Solicitaron 

que se ordenara establecer los linderos correctos de cada parta, 

destruir cualquier construcción que afectara los linderos, la 

devolución y reivindicación de cualquier terreno ocupado. Además, 

se condenara al matrimonio Medina Rodríguez el pago de $20,000 

por concepto de daños y perjuicios, $50,000 por las graves 

angustias mentales y sufrimiento morales y $5,000 por concepto de 

honorarios de abogado. 

Tras varios incidentes procesales, el 8 de marzo de 2017 el TPI 

emitió Resolución mediante la cual ordenó a los apelantes proveer 

Certificación Registral que demostrara la señora Morales Bonilla era 

titular del inmueble en controversia. Además, solicitó que 

informaran en la vista del 21 de marzo de 2017 la prueba pericial 

que habrían de utilizar.  El 15 de marzo de 2017 las partes 

presentaron ante el TPI Moción conjunta informando desistimiento de 

causas de acción.  En esta los apelantes desistieron voluntariamente 

con perjuicio de la causa de acción de daños y perjuicios y 

reivindicación radicada en la demanda.  A su vez, el matrimonio 

Medina Rodríguez desistió voluntariamente con perjuicio de la 

reconvención instada contra los apelantes.  El 21 de marzo de 2017 

el TPI dictó Sentencia Parcial y acogió la solicitud.   

El 21 de abril de 2017 los apelantes presentaron demanda 

enmendada en la cual incluyeron a FirstBank como parte 

demandada por ser acreedor hipotecario de la finca que le pertenecía 

al matrimonio Medina Rodríguez.  Consecuentemente se incluyó a 

FirstBank como parte demandada al haberse ejecutado la hipoteca 

que gravaba la finca del matrimonio Medina Rodríguez. 

La conferencia con antelación al juicio se señaló para el 13 de 

julio de 2017. Sin embargo, no se celebró por las partes no estar 

preparadas.  El 13 de marzo de 2018 se citó a las partes para la 

Conferencia con antelación al juicio.  Surge de la Minuta de esta 
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vista que al no presentarse el informe conferencia con antelación al 

juicio el TPI les concedió 45 días a los apelantes para informar la 

prueba pericial a las demás partes.  Además, apercibió a los 

apelantes que de no tener la prueba pericial e inscrita, la escritura 

de segregación se desestimaría la demanda por prematuro.  Se 

reseñaló la Conferencia con antelación al juicio para el 14 de junio 

de 2018. 

El 1 de mayo de 2018, el TPI emitió Orden donde reiteró la 

entrega de los documentos relacionados a la segregación y la prueba 

pericial. Le impuso a los apelantes sanción de $100.  

Posteriormente, los apelantes presentaron Moción para informar 

nombre del perito.  Sin embargo, el 6 de noviembre de 2018 el TPI 

emitió Resolución y Orden en la cual nuevamente impuso sanciones 

a los apelantes y orden para mostrar causa para no desestimar el 

caso al amparo de la Regla 39.2 de Procedimiento Civil, supra, ante 

el reiterado incumplimiento con las órdenes del tribunal.   

Posteriormente, el 4 de diciembre de 2018, se emitió otra 

Resolución y Orden en la cual el TPI resaltó el incumplimiento 

constante de los apelantes con sus órdenes y apercibió con 

desestimar de no corregirse la situación.  Para el 6 de febrero de 

2019, el TPI emitió Resolución y Orden en donde atendió moción 

presentada por los apelantes. Hizo hincapié en el constante 

incumplimiento de estos con las órdenes del tribunal y advirtió 

que, de no estar preparados para el juicio, desestimaría la 

demanda. 

El día del juicio el apelado expresó que no se le entregó un 

informe pericial y que el plano entregado por los apelantes estaba 

incompleto.  El TPI emitió sentencia el 19 de febrero de 2019, 

notificada el 20 del mismo mes y año.  Indicó que el hecho de no 

entregar a tiempo el plano colocó en estado de indefensión al apelado 

y retrasaba aún más los procedimientos de un caso que comenzó en 
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el 2011.  Debido al reiterado incumplimiento de los apelantes el 

tribunal desestimó la demanda y decretó el archivo sin perjuicio de 

esta.  

Inconforme con esta determinación, el 21 de marzo de 2019 

los apelantes comparecieron ante este tribunal y plantearon la 

comisión de los siguientes errores: 

1. Erró el Tribunal de Primera Instancia cuando frente a 
la Moción Conjunta para el Desistimiento de Causa 
de Acción suscrita por la representación legal de la 

parte demandante Marilyn Morales Bonilla y la de los 
demandados Sres. Medina Alvarado y Rodríguez 

Colón, y otros donde se desistía recíprocamente de la 
causa de acción de Deslinde (por los demandantes) y 
de la Reconvención (por los demandados), con 

perjuicio, determinó que se desistía con perjuicio del 
deslinde y la reivindicación y dictó sentencia parcial 
en dichos términos. 

 
2. Erró el Tribunal de Primera Instancia cuando en la 

fecha de la vista en sus méritos desestimó la 
demanda, sin perjuicio, y sin la celebración del juicio 
porque, cuando llamó a los abogados al estrado, los 

demandados, entre otras cosas, alegaron que el plano 
sometido por el perito de la parte demandante no 
tenía una tabla recogiendo la información de las dos 

(2) fincas en disputa y, aunque no estaba 
contemplado en nuestra estrategia utilizarlo, lo 

mostré y le enseñé la leyenda, y el tribunal alegando 
que no se había cumplido con las órdenes del tribunal 
y con el descubrimiento de la prueba, en un caso que 

se originó en el 2011, desestimó el pleito. 
 

II 
 

A  

 

Aunque el foro primario tituló “Sentencia Parcial”, emitida el 

21 de marzo de 2017, la misma no se le otorgó el carácter de 

finalidad conforme a la Regla 42.3 de Procedimiento Civil, 32 

L.P.R.A. Ap. V, R. 42.3.  Como se sabe, para que una adjudicación 

al amparo de esta Regla constituya una sentencia parcial final, el 

foro de instancia debe concluir expresamente que “no existe razón 

para posponer que se dicte sentencia sobre tales reclamaciones 

hasta la resolución total del pleito” y ordenar el registro de la 

sentencia. Torres Capeles v. Rivera Alejandro, 143 D.P.R. 300, 312 

(1997). Si la sentencia parcial adolece de la referida determinación 
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de finalidad, no advendrá final y la misma no constituirá más que 

una resolución interlocutoria, que podrá revisarse mediante 

recurso de certiorari, si así lo permite la Regla 52.1 de Procedimiento 

Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 52.1, o mediante recurso de apelación 

cuando recaiga sentencia final en el caso sobre el resto de las 

reclamaciones. García v. Padró, 165 D.P.R. 324, 333-334 (2005). 

Torres Martínez v. Torres Ghigliotty, 175 D.P.R. 83, 95 (2008).  

En el caso que nos ocupa, el TPI no incluyó la certificación de 

finalidad necesaria para que fuese una sentencia parcial.  Por tanto, 

nos encontramos ante una resolución interlocutoria, la cual es 

revisable por este foro por existir una sentencia final.  

En su primer señalamiento de error los apelantes arguyen que 

incidió el TPI al determinar en la Sentencia parcial del 21 de marzo 

de 2017 que desistió con perjuicio del deslinde y reivindicación.  

Estos planteamientos son improcedentes. La propia Moción conjunta 

informando desistimiento de causas de acción menciona que la 

“parte demandante, desiste voluntariamente con perjuicio de la 

causa de acción de daños y perjuicios y reivindicación radicada en 

la Demanda contra la parte demandada”.1  La moción presentada 

constata la intención de los apelantes de desistir de las mencionadas 

causas de acciones.  De una lectura de la resolución emitida por el 

TPI surge claramente que se decretó el archivo con perjuicio de “las 

causas de Daños y Perjuicios y Reivindicación por desistimiento de 

las partes”.2  Los argumentos de los apelantes no concuerdan con la 

documentación sometida.  Por consiguiente, el primer error no fue 

cometido. 

B 

Nuestro derecho procesal civil invistió al TPI con la facultad 

para desestimar un pleito bajo ciertas circunstancias, las cuales se 

 
1 Véase Apéndice XVI de los apelantes. 
2 Véase Apéndice XVIII de los apelantes. 
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encuentran delineadas en la Regla 39.2 de las de Procedimiento Civil 

de Puerto Rico, 32 LPRA Ap. V, R. 39.2. No empece a ello, esta debe 

ejercerse con mesura, ya que la misma acarrea el efecto de privar a 

un litigante de su día en corte.  Por consiguiente, al ponderar si 

procede decretarla, el foro adjudicador debe hacer un balance entre 

el interés de procurar la rápida dilucidación de las controversias y 

la constante de nuestro sistema judicial de que los casos sean 

resueltos en sus méritos.  Banco Popular v. S.L.G. Negrón, 164 DPR 

855, 864 (2005), Echevarría Jiménez v. Sucn. Pérez Meri, 123 DPR 

664, 674-675 (1989).   

Entre las varias razones para desestimar una demanda, la que 

aquí nos compete discutir se encuentra contemplada en el inciso (a) 

del referido precepto y éste reza como sigue: 

(a) Si el demandante deja de cumplir con estas reglas o 
con cualquier orden del tribunal, el tribunal a iniciativa 
propia o a solicitud del demandado podrá decretar la 
desestimación del pleito o de cualquier reclamación 
contra él, o la eliminación de las alegaciones, según 
corresponda. 
 
Cuando se trate de un primer incumplimiento, la severa 
sanción de la desestimación de la demanda o la 
eliminación de las alegaciones tan sólo procederá 
después que el tribunal, en primer término, haya 
apercibido al abogado o abogada de la parte de la 
situación y se le haya concedido la oportunidad para 
responder. Si el abogado o abogada de la parte no 
responde a tal apercibimiento, el tribunal procederá a 
imponer sanciones al abogado o la abogada de la parte 
y se notificará directamente a la parte sobre la situación. 

Luego de que la parte haya sido debidamente informada 
o apercibida de la situación y de las consecuencias que 
pueda tener el que ésta no sea corregida, el tribunal 
podrá ordenar la desestimación del pleito o la eliminación 
de las alegaciones. El tribunal concederá a la parte un 
término de tiempo razonable para corregir la situación, 
que en ningún caso será menor de treinta (30) días, a 
menos que las circunstancias del caso justifiquen que se 
reduzca el término.  Regla 39.2(a) de Procedimiento Civil 
de Puerto Rico, supra. 

 
Nuestra jurisprudencia ha reiterado que por constituir la 

desestimación la más drástica de las sanciones a imponer, esta solo 

debe prevalecer cuando las circunstancias del caso en cuestión sean 

unas extremas, por resultar evidente la desatención y la total incuria 
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de la parte interesada.  Además, esta tendrá lugar solo cuando otras 

sanciones hayan probado ser ineficaces, y haya sobrevenido un 

previo apercibimiento a la parte de la situación y las consecuencias 

de no rectificar la conducta desplegada.  Pueblo v. Rivera Toro, 173 

DPR 137. (2008); Mun. de Arecibo v. Almac. Yakima, 154 DPR 217, 

222-223 (2001); Maldonado v. Srio. de Rec. Naturales, 113 DPR 494, 

498 (1982). 

La segunda controversia que nos corresponde atender gira en 

torno a si el TPI erró al desestimar sin perjuicio la demanda sin la 

celebración del juicio.  Respondemos en la negativa. 

Al evaluar el expediente ante nos resulta evidente el 

incumplimiento de los aquí comparecientes con las órdenes del TPI.  

Surge tanto del expediente como la sentencia las numerosas 

oportunidades concedidas por el tribunal para que presentaran la 

prueba pericial requerida y evidencia donde se demostrara que la 

señora Morales es dueña de la finca en controversia.  A pesar de 

esto, los apelantes continuaron en su patrón de incumplimiento al 

punto del foro primario imponerle varias sanciones monetarias 

antes de proceder con la drástica sanción de la desestimación. 

Como vimos, la Regla 39.2(a) de las de Procedimiento Civil de 

Puerto Rico, supra, dispone la observación de ciertos requisitos 

antes de que proceda la desestimación de una causa de acción.  Ante 

la clara inobservancia por parte de los apelantes con las órdenes del 

TPI, dicho foro les impuso sanciones económicas, así como 

notificarles directamente a las partes sobre el incumplimiento para 

que se subsanara.  De igual forma advirtió las consecuencias que 

tendría el incumplimiento con las órdenes.  El TPI agotó las 

gestiones preliminares delineadas en la Regla 39.2(a) antes de 

imponer la drástica sanción de la desestimación sin perjuicio.  El 

segundo señalamiento de error no se cometió. 
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IV 

En virtud de todo lo anteriormente expresado, confirmamos la 

Sentencia emitida por el TPI. 

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


